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CAPÍTULO 16
LA INVISIBLE PERSPECTIVA DE GÉNERO  
EN LA TRANSPARENCIA
Lucía BENÍTEZ-EYZAGUIRRE
Se analiza aquí, desde la perspectiva de género, el acceso a la información administrativa y 
digital, y la transparencia, con un posicionamiento crítico a partir de la cuestión de qué es infor-
mación relevante para las mujeres. Se concluye que la Ley de Transparencia española no obliga a 
desagregar los datos por género ni produce información de interés para las mujeres. Sin embargo, 
desde la entrada en vigor de la ley hay más información accesible, de la que se extrae el contexto 
de desigualdad que se registra en España.
Además, se aborda el acceso a la información digital y los sesgos que se registran como 
consecuencia del uso de algoritmos. Estos sesgos pesan sobre las mujeres, diferencias étnicas o 
minorías, e impiden la gobernabilidad algorítmica, para cuyo logro Francia aplica la Ley de la 
República Digital. También la Declaración de Dubai adoptada en el UN World Data Forum 2018 
reconoce la importancia de los datos para los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), pero para 
que sean coherentes con el objetivo de lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas 
las mujeres y las niñas, será imprescindible una gestión con perspectiva de género. 
1.  INTRODUCCIÓN
El desarrollo tecnológico ha marcado un itinerario paralelo en la conquista 
de derechos, las posibilidades comunicativas se han fraguado pasado el tiempo 
en un nuevo derecho. La invención de la imprenta abrió el camino a la libertad 
de imprenta, como un derecho. Los avances tenían impacto social, como la apa-
rición de diferentes cabeceras de periódicos, que dio lugar al más amplio dere-
cho de la libertad de expresión en la Declaración de Derechos de Inglaterra de 
1689, y en la Carta de Derechos del Hombre y el Ciudadano, tras la Revolución 
Francesa de 1789. En ese contexto surgió también el derecho a la información 
que, aunque está relacionado con las libertades de opinión, de expresión y de 
prensa, no es equivalente a éstas, ya que procede de la evolución social de la 
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ciudadanía, que delega la capacidad de recibir y difundir información en los 
profesionales y en los medios de comunicación (Loreti, 1995). 
La libertad de experesión fue esencial para la participación política en la mo-
dernidad a través de la aparición de la esfera pública, que se transformó en el de-
recho a la información con la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948), que lo incluyó en su artículo 19. Se consolida a partir de 1995, definido 
por el Relator Especial para la Libertad de Opinión y de Expresión: «el derecho 
de buscar información o de tener acceso la información es uno de los elementos 
esenciales de la libertad de expresión». El derecho humano a la comunicación 
responde a las necesidades democráticas en la Sociedad de la Información en 
un contexto de diálogo y negociación esencial de la participación política. En 
su integración con las TIC, el derecho a la comunicación es autónomo, pero 
aplicable a los espacios que garantizan el acceso en condiciones de igualdad, 
con el compromiso de la equidad. 
El Convenio del Consejo de Europa sobre Derecho de Acceso a la Información, 
ratificado en 2009, considera este derecho como un instrumento de control, de 
lucha contra la corrupción y de garantía de los demás derechos, le da carta ju-
rídica, unida al concepto de igualdad desde la Plataforma de Acción de Beijing. 
Por ello, resulta sorprendente —y casi una burla a las mujeres y a la igual-
dad— que el más reciente derecho fruto de la libertad de expresión, el derecho 
a la transparencia —regulada en España por la reciente Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
por la que se amplía y refuerza la transparencia de la actividad pública— haya 
olvidado la perspectiva de género.
2.   LA AUSENCIA DE UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA LEY DE 
TRANSPARENCIA
El análisis desde la perspectiva de género de la Ley de Transparencia resulta 
decepcionante: no aparece la palabra género, hombre o mujer. Tan sólo una 
vez en el texto figura la palabra «igualdad», concretamente en el Artículo 14, 
de límites al derecho de acceso, en el apartado f: «La igualdad de las partes en 
los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva». Y sólo se emplea la palabra 
«sexo» en un artículo, el 29, sobre infracciones disciplinarias, al detallar las 
infracciones muy graves: 
«b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o 
étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, len-
gua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición 
o circunstancia personal o social, así como el acoso por razón de origen racial 
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o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual y el 
acoso moral, sexual y por razón de sexo».
Todo ello resulta una desconcertante paradoja de los legisladores y de la po-
lítica que ha marcado, en términos de género, esta legislación y que no parece 
casual. El informe que dos años después de la aprobación de la Ley realizó el 
Consejo de transparencia y Buen Gobierno sobre el Real Decreto XX/2015, por 
el que se aprobó el reglamento de desarrollo de la ley 19/2013, de 9 de diciem-
bre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, previo 
a su entrada en vigor y de fecha 28 de julio de 2015, tenía las mismas carencias 
que el propio proyecto de este Real Decreto. 
Tres años después, se repite la invisible perspectiva de género en el informe 
de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) del Proyecto de Real 
Decreto por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley de trans-
parencia, con esta afirmación contundente:
«El Real Decreto tiene un impacto nulo por razón de género, no existiendo 
desigualdades de partida en relación a la igualdad de oportunidades y de trato 
entre mujeres y hombres en esta materia y no previéndose modificación alguna 
de esta situación».
Así, en estos términos, evalúa la propia norma por la falta de perspectiva de 
género y, desde luego, no los efectos de la norma que, como vamos a mostrar 
en las siguientes páginas, sí tiene impactos para las personas en términos de 
desigualdad.
3.   LA TRANSPARENCIA, ¿GENERA INFORMACIÓN ÚTIL PARA LAS 
MUJERES?
Es necesario preguntarse si la transparencia, la ley que la regula y el impacto 
de la propia norma, generan información útil para las mujeres. Tal y como se ha 
formulado la legislación sobre la transparencia en España, no se produce infor-
mación relevante para las mujeres, ya que la ley no cumple con el más básico 
requisito de la desagregación por sexo o el cuestionamiento de las categorías 
estereotipadas de los roles de género. 
Como ejemplo del impacto de esta omisión, recurrimos al ejemplo del in-
farto de miocardio, enfermedad considerada de hombres, pero que resulta más 
mortal para las mujeres y con más complicaciones en el caso de supervivencia. 
Los síntomas del infarto femenino no coinciden con los masculinos que se des-
criben como universales, como por ejemplo el dolor en el pecho del cuello al 
brazo izquierdo; ellas, sin embargo, sufren náuseas, vómitos, cansancio, sudo-
ración fría y ansiedad. Por esta razón, los síntomas no son reconocidos por al-
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gunos médicos que, en ocasiones, consideran todo el cuadro clínico en función 
de la ansiedad. Así, las mujeres llegan más tarde al hospital, reciben tratamiento 
con mayor retraso y menores terapias (Peiró et al., 2005): todo ello desembo-
ca en que tienen una tasa de supervivencia menor (586). Durante la historia de 
la ciencia, la investigación se ha realizado sobre el individuo masculino; así 
lo muestran ensayos clínicos como Multiple Risk Factor Intervention Trial o el 
Physician Heart Study, que han estudiado sólo muestras compuestas por varo-
nes, 12.000 en el primer caso y 22.000 en el segundo. 
La presencia de las mujeres en la ciencia y en los procesos de toma de deci-
sión ayuda a corregir estas situaciones: 
«Reconocer la importancia de las experiencias femeninas como recurso pa-
ra el análisis social tiene implicaciones evidentes para la estructuración de las 
instituciones sociales, de la educación, de los laboratorios, las publicaciones, la 
difusión cultural y el establecimiento de agencias de servicio; en suma, para la 
estructuración de la vida social en su totalidad. Por ello, debe enfatizarse que 
son las mujeres quienes deben revelar por vez primera cuáles son y han sido las 
experiencias femeninas» (Harding, 1987).
Sin datos de calidad y desagregados, se mantienen los estereotipos y se ocul-
tan muchas actividades, procesos y participación de las mujeres. En realidad, se 
hace una caricatura de la realidad social en la que las mujeres parecen depen-
dientes y silenciosas, lo cual afecta a la prestación de servicios y a las políticas 
públicas, que no detectan situaciones a corregir. Se trata de un aspecto central 
en las políticas de datos y transparencia para que se puedan cumplir los ob-
jetivos que proponen. Necesitamos desagregar los datos por sexo, cuestionar 
las categorías estereotipadas, construir indicadores de género que muestren la 
situación de hombres y mujeres, que enriquezcan la capacidad de los datos de 
interpretar situaciones para poder transformar la sociedad. Necesitamos orientar 
la información hacia las necesidades de las personas para que sean útiles. Por 
ejemplo, el Índice de Desarrollo calificó a los países en función del Producto 
Interior Bruto y la Renta per Cápita durante años: así sólo se expresaba los 
ingresos monetarios de los países y un teórico nivel de renta, pero excluía la 
desigualdad y actividades con repercusión económica como los cuidados, el 
voluntariado o el desarrollo de software libre, actividades que no son remune-
radas. 
La incorporación de otros valores permitió la construcción del Índice de 
Desarrollo Humano desde 1990: tener una vida larga y saludable, adquirir co-
 (586) La situación se conoce como el «síndrome de Yentl», que denuncia la invisibilidad médi-
ca de las mujeres en determinadas patologías, y que sugiere que ellas tienen que demos-
trar que son como los hombres en el dolor para recibir el mismo trato sanitario.
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nocimientos y disfrutar de un nivel de vida digno. Esto ayuda a comprender 
otras realidades complejas, como que en Argentina, con una renta per cápita 
de menos de nueve mil dólares, se tuviera una esperanza de vida de más de 
setenta años, mientras Guinea Ecuatorial, con una renta de más de veintidós mil 
dólares, la esperanza de vida de sus habitantes no llegara a los cincuenta y dos 
años (en datos de 2008). A partir del año 2000 se incluyen datos desagregados 
que permiten construir el Índice de Desarrollo relativo al Género y el Índice de 
Potenciación de Género, que desagregan por sexo los anteriores indicadores, 
dando muestra de la situación diferencial de las mujeres.
De ahí que la construcción de indicadores de género contribuya a la com-
prensión de la situación específica de mujeres y hombres tanto en el estado de 
la cuestión como en la evolución necesaria para la igualdad de oportunidades.
4.  CÓMO ANALIZAR LOS DATOS DESDE LA PERSPECTIVA DE GÉNE-
RO
Para incluir la perspectiva de género en el análisis de la información y los 
datos, volvemos a la necesidad de producir información útil que muestre las 
diferencias, la desigualdad o las similitudes entre los hombres y las mujeres. En 
ocasiones, los datos cuantitativos la proporcionan, pero la compleja realidad se 
hace más comprensible con información cualitativa.
En el análisis, con información cualitativa es más fácil identificar las activida-
des y las funciones que cumplen mujeres y hombres, o la implicación directa e 
indirecta en cada tarea, y si está determinada por valores sociales o estereotipos 
que también determinan los ámbitos donde realizan las actividades tanto unos 
como las otras. Y una cuestión de mayor importancia: los sistemas de acceso y 
control a los recursos, porque en el primer caso se habla de oportunidades de 
las personas y, en el segundo, de quien interviene en la toma de decisiones, y ya 
sabemos que el resultado de ambas cuestiones no es el mismo en función de si 
lo hacen las mujeres o los hombres. Con información cuantitativa o cualitativa, 
se trata de identificar las condiciones de vida desagregadas por sexo en función 
de las necesidades reales de las personas, de los intereses estratégicos, según 
sea su objetivo y el contexto en que se produce. Estas cuestiones determinan la 
información útil para las mujeres, la información útil para las personas. 
Una política de datos inclusiva desde el género presenta la información des-
agregada para permitir conocer los valores absolutos y la comparación de la 
situación de las mujeres y los hombres. Tiene que producir datos específicos 
relativos a cuestiones femeninas, como temas relacionados con enfermedades 
y parto, por ejemplo. Y también datos que expliquen el rol de género asignado 
a cada colectivo, es decir, exclusivamente según explican las diferencias signifi-
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cativas entre hombres y mujeres. A fin de cuentas, son también una herramienta 
para la igualdad, con la que establecer prioridades, definir necesidades, corregir 
errores o rendir cuentas.
Si se trata de producir información con perspectiva de género, hay que per-
mitir que se identifique la brecha de género (la diferencia entre hombres y mu-
jeres) en el acceso y control de los recursos en función de las desigualdades que 
se registran, y hacer un análisis comparado de la situación y posición de unas y 
otros. En definitiva, «hacer visibles las relaciones de género y comprender que 
la vida de mujeres y de hombres está condicionada por el rol de género y las 
relaciones de poder» (Mallorca, Alonso y González, 2006: 31). Si no es así, la 
información se muestra opaca porque invisibiliza las desigualdades y produce 
una distorsión aún más difícil de eliminar: el espejismo de la igualdad.
A la hora de producir indicadores de género, hay que construirlos en función 
de cómo se analiza la información o cómo se interpreta desde la perspectiva 
de género (Mallorca, Alonso y González, 2006: 25), para poner de manifiesto 
cuestiones como las siguientes:
- «Las diferencias y las desigualdades entre sexos: Permite mostrar el 
grado en que excluyen a un sexo y favorecen a otro.
- La especificidad o exclusividad: Profundiza en cómo las normas, cos-
tumbres, creencias, etc., afectan a determinados comportamientos o estereo-
tipos referidos a las mujeres o a los hombres.
- La interrelación: Analiza los códigos de conducta por los que se articu-
lan las relaciones de género.
- La tendencia hacia el cambio: Interpreta valores, creencias, compor-
tamientos, etc., que denoten una evolución respecto de los existentes. Esto 
permite:
- Un análisis dinámico, mediante la comparación de situaciones en di-
ferentes momentos.
- La búsqueda de indicios en otros contextos, que normalmente se in-
visibilizan, poniendo de manifiesto las influencias que podrían generar el 
cambio social».
5.  LA DESIGUALDAD TIENE COSTES
La transparencia, en cualquier caso, ha permitido que aflore más informa-
ción y más datos que vienen a confirmar la situación de enorme desigualdad 
de las mujeres en España. Y eso que la desigualdad tiene grandes costes econó-
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micos: el PIB per cápita en la Unión Europea aumentaría cerca del 10 % si se 
aplicaran políticas de igualdad, y en España, el 14 % (IEIG, 2017).
La información sobre el empleo, que tradicionalmente se publica desagre-
gada por sexo y otros valores sociodemográficos, confirma una brecha laboral 
(una de las mayores de Europa) y en el acceso al empleo, ya que la tasa de ac-
tividad masculina es 12 puntos superior a la de las mujeres, según datos de la 
Encuesta de la Población Activa de 2017. También muestra que los contratos a 
tiempo parcial son para las mujeres: hay tres mujeres en esa situación por cada 
hombre.
Cuanta más información aflora, más datos tenemos sobre la brecha salarial 
que, según la Agencia Tributaria en 2016, alcanza valores muy importantes: las 
mujeres cobran un treinta por ciento menos. Si trasladamos el dato a la vida 
cotidiana, se puede decir que para cobrar lo mismo a una mujer le haría falta 
trabajar cincuenta y dos días más al año, o bien que el número de mujeres que 
ganan menos de mil euros es el doble que el de hombres. Con otro dato más, 
añadimos profundidad a la información: el salario por hora de las mujeres es 
más bajo en todas las categorías de edad.
Mejora la comprensión de la situación si añadimos que durante los años de 
la crisis económica, entre otros temas relacionados con los cuidados (el 90,87 
% de las excedencias solicitadas por cuidados fueron por mujeres, según datos 
del Ministerio de Empleo de 2016) o la conciliación de la vida personal y fami-
liar, se incrementó el número de las mujeres autónomas en un treinta y cinco 
por ciento, una situación de menor protección que tiene efectos sobre la pobre-
za —que se escribe en femenino quizá porque afecta más a las mujeres—, más 
difícil de analizar porque es compleja y multidimensional. La protección social 
también es menor para las mujeres, que cobran pensiones un 37 % inferiores a 
los hombres (Ayuso y Chuliá, 2018), y que también son las que perciben meno-
res subsidios por desempleo. 
Si buscamos información sobre el acceso a la propiedad y a la herencia o el 
impacto de la fiscalidad desagregado por género, se mantienen las desigualda-
des. El informe del Banco de España (Anghel et al., 2018) mantiene que estamos 
a la cabeza de la desigualdad en renta en Europa. Información que se explica 
con éstos y otros muchos datos, así como con el impacto de la fiscalidad, que 
ya sabemos que perjudica a las rentas más bajas (en las que hay más población 
femenina), por cuanto el IVA se aplica de forma lineal, pero también si conside-
ramos la conocida como «tasa rosa» o tampón que se grava con un 10 %, frente 
a la de los pañales (de uso común para todos los bebés) que es del 4,5 %. En 
cuanto a la tributación, hay que decir que la fiscalidad favorece a las familias 
biparentales, pero las monoparentales encabezadas por una mujer son la mayo-
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ría, y la tributación conjunta perjudica al segundo preceptor (que suele ser tam-
bién una mujer), o que la evasión fiscal tiene un patrón mayoritario masculino.
Así, lo más positivo de la transparencia para las mujeres es que genera in-
formación, y la información produce cambios. Si volvemos a la brecha laboral 
española, la Recomendación de la CE de 2014 de transparencia salarial ha aflo-
rado información y, probablemente, guarde relación con la Proposición de Ley 
de igualdad retributiva, que llegó al Congreso en febrero de 2018, para tratar 
de corregir la composición del salario, la estructura de la brecha y contribuir 
a la valoración del empleo. La cuestión está en la gran cantidad de sesgos que 
incluye el concepto «brecha salarial» si se aplica de forma numérica, porque su 
verdadera dimensión no aparece cuantificada en salario; hay cuestiones como 
el tiempo empleado en el trabajo, la jornada parcial que exige una mayor in-
versión en tiempo respecto a la retribución, o el uso del tiempo empleado en el 
trabajo, que tendrían que considerarse en la propuesta de cambios. Mucho más 
otras cuestiones, como la valoración del trabajo, la promoción, la ostentación 
de cargos y la toma de decisiones o la remuneración, si no se contemplan desde 
la igualdad de oportunidades.
6 .   EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN CON PERSPECTI-
VA DE GÉNERO
Cuando se desagrega la información por sexo, se comprenden las realida-
des de otra forma y se interpretan los datos de forma relacionada. Por ello, tras 
conocer esta información sobre la desigualdad en España, resulta coherente 
interpretar los datos de solicitudes de Derecho de Acceso a la Información, 
desagregados por sexo, publicados en el Portal de Transparencia del Gobierno 
de España (587). Por una parte, respecto al número y la desproporción entre las 
solicitudes tramitadas por hombres (72,56 %) y mujeres (23,16 %) y Personas 
Jurídicas (4,28 %), los hombres presentan algo más del triple de solicitudes de 
Derecho de Acceso a la Información Pública (DAIP) que las mujeres (Delgado, 
2018: 19). Pero también respecto a las temáticas: los hombres presentan las so-
licitudes en las Unidades de Información y Transparencia de Interior, Fomento, 
Hacienda y Función Pública, Presidencia y Justicia —por este orden—, y las 
mujeres lo hacen a las de Hacienda y Función Pública, Interior, Presidencia, 
Cultura y Deporte y Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. En esta última UIT 
(Servicios Sociales e Igualdad), las mujeres presentan más solicitudes que los 
hombres, hecho que resulta significativo (Delgado, 2018: 20). Si trasladamos 
esta situación nacional a nivel autonómico se confirma la tendencia: tanto en 
Andalucía como en Cataluña, a partir de datos de Informes de seguimiento y 
 (587) Datos acumulados desde diciembre de 2014 a mayo de 2018.
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evaluación del DAIP según solicitud de información realizada expresamente, 
las peticiones realizadas por mujeres son aproximadamente un tercio del total 
realizadas por personas físicas (Delgado, 2018: 23).
El derecho a la información es más amplio que el derecho a la información 
pública que hemos abordado hasta ahora. Gran parte del acceso a la informa-
ción se realiza a través de buscadores online. Si, tal y como hemos visto, en el 
caso de la información pública se ha omitido la perspectiva de género y la utili-
dad de la información para las mujeres, el uso de algoritmos para consultas en 
buscadores tiene un efecto discriminatorio en la mayoría de los casos, no sólo 
en términos de género, sino también en cuestiones relacionadas con la etnia o 
la posición social y económica de las personas. De ello nos ocupamos en las 
páginas siguientes.
 7.   ALGORITMOS: EL ACCESO A LA INFORMACIÓN DIGITAL Y LA 
DISCRIMINACIÓN DE LAS MUJERES
La mayor parte del acceso a la información se realiza a través de algoritmos, 
y también tiene consecuencias para las mujeres: Los algoritmos no son confia-
bles para la gobernanza y producen graves perjuicios hacia las mujeres. Las res-
puestas que ofrecen los algoritmos, producen discriminación hacia las mujeres 
y también hacia las minorías. La incorporación en las fórmulas de los algoritmos 
de valores semánticos y sociales no ha hecho más que aumentar el problema, ya 
que los datos iniciales con los que se prueban, los datasets, contienen a menu-
do sesgos procedentes del lenguaje natural, de la asociación de ideas o fruto de 
las representaciones en imágenes, como la de una mujer en la cocina.
Caliskan y Bryson (2017) han detectado la reproducción de sesgos de género 
y étnicos que conducen a desviaciones estadísticas muy importantes en el Big 
Data. En el caso de las mujeres, se registra en procesos de selección de traba-
jadores, donde los primeros puestos los alcanzan los hombres. Pero también 
sucede en la toma de decisiones financieras, en la concesión de créditos, y en 
el conocimiento general, ya que se mantienen relaciones semánticas propias 
del lenguaje natural. 
La percepción social sobre la tecnología y el acceso a la información a me-
nudo refleja que éstas se entienden como infalibles y precisas, pero no hay nada 
más alejado de la realidad. La misión de un algoritmo no es el cálculo de una 
solución exacta o precisa, que se convierte en inalcanzable en muchos casos 
por su elevado coste y porque no se ha diseñado con esa misión; su misión está 
más próxima a facilitar una respuesta satisfactoria, útil más que neutral o impar-
cial. Luciana Parisi (2013, p. IX) mantiene que los algoritmos, considerados co-
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mo modelos racionales de gobernanza, no son confiables para la programación 
de tareas, ni para reproducir reglas ni para analizar comportamientos.
Pero, ¿cómo es un algoritmo transparente y con calidad de datos? Debe ser 
abierto y funcionar con datos también abiertos (Open Data), cuyo código fuen-
te también lo sea (Open Source) para consultas, y para producir cambios que 
respondan a las reclamaciones. Debe ser transparente, o sea, permitir auditorías 
sistemáticas sobre sus cambios u operaciones, incluso sometido a controles ciu-
dadanos (Cadon, 2017: 41). En el caso de que sean de uso online, hay que tener 
también en cuenta las API (Application Public Programming Interface) públicas, 
porque condicionan la recogida de información y pueden tener aplicaciones 
comerciales. Y para todos los algoritmos, lo más importante es que sean leales y 
justos, es decir, evitar la discriminación. 
8.   LA GOBERNABILIDAD ALGORÍTMICA, UN RETO PARA LA TRANS-
PARENCIA
Francia se ha puesto a la cabeza de la lucha para el logro de la gobernabili-
dad algorítmica con la Ley de la República digital, que entró en vigor en 2016 
tras un debate sobre la transparencia. El mismo principio que se aplica al acceso 
de información es ahora un derecho ciudadano, por el cual, la persona afectada 
por una decisión administrativa en la que haya intervenido un algoritmo y pue-
de conocer los detalles de esa decisión y puede acceder a las reglas operativas 
con que se ha diseñado el algoritmo, es decir, a su código. Este es el caso de 
las admisiones de estudiantes a las universidades francesas, cuyo código se ha 
abierto desde principios de 2018, por lo que ahora resulta comprensible cómo 
se asignan las plazas, así como es factible proponer ideas para mejorar el siste-
ma y lograr la colaboración ciudadana en las aplicaciones de servicio público. 
Todo ello, dentro del Plan d’action 2018-2020, en el que se presta mucha aten-
ción a los riesgos de los algoritmos en las acciones públicas.
Los motores de búsqueda también se utilizan para buscar personas, sobre 
todo en el ámbito del empleo o el acceso a la universidad, pero se ha demostra-
do que la operación ofrece resultados discriminatorios para las mujeres: en los 
primeros puestos sólo aparecen hombres, ya que el algoritmo no se programó 
para evitar los prejuicios. 
Para corregir estos sesgos, el proyecto FA*IR, desarrollado por un equipo 
de la Unidad de Data Science de Eurecat, la Universidad Pompeu Fabra de 
Barcelona y la Universidad Técnica de Berlín, ha presentado un algoritmo que 
corrige a posteriori la discriminación en la búsqueda de personas online por 
razones de género, procedencia o apariencia física, a través de un mecanis-
mo de acción positiva, sin afectar el resto de los criterios del ranking obtenido 
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(Zehlike et al., 2017). Se trata de la que será primera API de búsqueda justa de 
código abierto —a partir de Apache Solr— tanto para el caso específico de la 
pregunta por personas o para otras generales, de la que se espera que consiga 
mayor diversidad en los resultados. Su diseño busca que el algoritmo sea lo me-
nos discriminatorio posible —no hay que olvidar que el diseño es humano—, 
que logre mayor diversidad y evite la discriminación en el mundo online y en el 
conjunto de la sociedad. Una mujer, Meike Zehlike, está al frente del proyecto 
FA*IR y es una garantía para su objetivo y resultados. Cuando la investigación 
comienza por un tema problemático para las mujeres, el diseño juega a favor de 
las mujeres, pero también de la sociedad (Harding, 1987).
9.   LA IMPORTANCIA DE LOS DATOS
Los datos son fuente de poder y, cada vez más, de riqueza. Gran parte de 
los datos de la web son privados, se los han apropiado las empresas tecnoló-
gicas a lo largo de estos años, pero las instituciones tienen necesidad de ellos. 
La cuestión aquí está en de quién se obtiene la información, con qué fin, qué 
algoritmos o cálculos se utilizan, es decir, las cuestiones relacionadas con el 
consentimiento, el acceso, la propiedad y la privacidad. La decisión sobre cuá-
les son los datos públicos es central en el sistema
La Declaración de Dubai adoptada en el UN World Data Forum 2018, re-
conoce la importancia de los datos para el logro de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible (Agenda 2030) con la propuesta de 
«Asegurar que los datos sean de calidad, pertinentes, oportunos, abiertos y 
desagregados por ingresos, sexo, edad, raza, etnia, situación migratoria, disca-
pacidad, ubicación geográfica y otras características pertinentes en los contex-
tos nacionales, estén accesibles y a disposición de todos los usuarios» (Dubai 
Declaration, 2018).
Los progresos sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) se medirán 
a través de 250 indicadores, de cuya calidad se encargarán iniciativas como 
United Nations Global Pulse u Open Algorithms Project. Para que todos ellos 
sean coherentes con el objetivo 5 («Lograr la igualdad entre los géneros y em-
poderar a todas las mujeres y las niñas»), hace falta más apoyo. De eso se en-
cargan dos organizaciones no lucrativas, Data2X y Open Data Watch, que han 
trabajado para elaborar 16 indicadores globales para ocho ODS, que medirán 
los resultados para mujeres y niñas. Son indicadores elaborados con estándares 
internacionales, que se recopilan y se tratan sin sesgos de género incorporados. 
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Data2X (588) lleva años trabajando por los datos con perspectiva de género y 
divulgando información sobre su impacto en la vida de las personas. Entre ellas, 
a partir de los datos de aplicaciones móviles, una que muestra que el miedo de 
las jóvenes al acoso ha provocado que muchas jóvenes elijan su universidad 
sólo entre las que tienen una ruta de transporte público, aunque esto tenga 
consecuencias en la formación o en su acceso al trabajo. Otra de estas historias 
se debe a la difusión de los datos de violencia doméstica en Vietnam, que im-
presionaron a los funcionarios del gobierno hasta promover campañas sobre el 
tema que son un modelo en toda Asia. 
10.  CONCLUSIONES
Detrás de los datos y de las historias hay personas. Cuando no hay datos 
precisos y oportunos sobre la vida de las personas, éstas se convierten a mu-
chos efectos en «invisibles». Los datos marcan la importancia de aquello que se 
cuantifica, porque se mide lo que se valora y sólo cuando se valora. 
Por eso, se hace imprescindible una política de datos inclusiva que permita 
conocer en profundidad la situación de las mujeres, que marque una idea de la 
evolución de las políticas, desde la perspectiva de las personas, y la identifica-
ción de los problemas. Todo ello mejora la distribución de los recursos, las so-
luciones a los problemas sociales, el seguimiento y la gestión, el cumplimiento 
de los compromisos y la rendición de cuentas. También tiene consecuencias el 
modo en que se obtienen y se gestionan los datos por empresas e instituciones, 
porque con ellos van estilos de gobernanza, ideologías de la justicia de género 
y la democracia. 
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